TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL FAMILIA


 Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


 Pereira, primero de junio de dos mil nueve.


 Acta No. 231 del 1º de junio de 2009. 


 Expediente 66001-31-03-003-2009-00102-01

Decide la Sala la impugnación propuesta por la señora Elma Hurtado, por conducto de su apoderado judicial, contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 29 de abril último, dentro de la acción de tutela que instauró contra el Instituto de Seguros Sociales Seccional Risaralda.

ANTECEDENTES

Se relató en la demanda que ante el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira se inició proceso para obtener incremento pensional a favor de la señora Elma Hurtado, por tener a su cargo al cónyuge, a lo cual se accedió por sentencia del 13 de julio de 2007; posteriormente se presentó demanda ejecutiva para que fueran pagadas las sumas insolutas por ese concepto, al tiempo que s  pidió embargo y secuestro de una cuenta a nombre del ISS; el trámite ejecutivo terminó por pago de la obligación y la accionada requirió cuenta de cobro en la cual se mencionara con detalle la fecha en que debía seguir pagando los aludidos; la cuenta de cobro fue presentada y a la fecha de presentación de la demanda de tutela no ha sido posible la inclusión en nómina.
Considera vulnerado su derecho fundamental al debido proceso y pide se ordene al Instituto de Seguros Sociales incluya en nómina el pago de los incrementos pensionales a favor de Elma Hurtado.

ACTUACIÓN PROCESAL

La demanda fue admitida mediante auto del 17 de abril de este año, providencia en la que se dispuso correr traslado a la jefe del Departamento de Pensiones de la entidad accionada, que notificada de esa providencia no emitió pronunciamiento alguno.
Culminó la instancia con la sentencia objeto de impugnación, en la que se negó el amparo reclamado. Consideró la a-quo que la petición de la demandante escapa a la órbita del juez constitucional y que no se está afectando su mínimo vital.
La demandante, inconforme con la decisión, por medio de su apoderado judicial la impugnó. Menciona en el escrito respectivo que no existe otro medio judicial para lograr la inclusión en nómina de los incrementos pensionales que le fueron reconocidos; insiste que el fallo favorable a sus intereses se profirió el 13 de julio de 2007 y a la fecha de presentación de la tutela no había logrado su objetivo.

CONSIDERACIONES

El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.  

Aunque la demandante no cita como objeto de amparo el derecho de petición, ni como pretensión formuló alguna, de los hechos relatados al formular la acción surge de manera obvia que lo considera vulnerado al aducir que a pesar de haber obtenido sentencia favorable respecto a los incrementos pensionales a que tiene derecho por tener a cargo a su cónyuge desde el 13 de julio de 2007, no ha sido posible la inclusión en nómina para tal efecto, amén que por el requerimiento que le hiciera la misma accionada presentó el 4 de agosto de 2008 la cuenta de cobro con detalle del monto a pagar y la fecha en que debía efectuarse la cancelación de los derechos reconocidos.

Ese derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

De resultar vulnerado, ante dilaciones indebidas, dado su carácter de fundamental, es posible acudir ante el juez constitucional en busca de amparo, con el fin de obtener una respuesta rápida y oportuna.

Sobre tal derecho, se considera oportuno transcribir un pronunciamiento de la Corte Constitucional:

“...En torno al derecho de petición es pertinente destacar los parámetros que la Corte Constitucional ha establecido respecto de su ejercicio y alcance, los cuales han sido objeto de estudio en diversas sentencias, entre las cuales está la T-377 de 2000, M.P. Alejandro Martínez Caballero:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

“d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita”
. 

El Código Contencioso Administrativo que se encarga de regular ese derecho dice en el artículo 3º que las actuaciones administrativas se desarrollarán con arreglo a los principios de economía, celeridad, eficacia, imparcialidad, publicidad y contradicción y explica que en virtud al principio de eficacia, se tendrá en cuenta que los procedimientos deben lograr su finalidad, removiendo de oficio los obstáculos puramente formales; el 6º dice que las peticiones se resolverán o contestarán dentro de los quince días siguientes a la fecha de su recibo y de no ser posible hacerlo en ese plazo, se deberá informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando la fecha en que se dará respuesta; el 9º  expresa que toda persona podrá formular peticiones de interés particular y el 31 ordena a las autoridades hacer efectivo el derecho de petición.
Está probado en el plenario que el 4 de agosto de 2008 la demandante, por conducto de apoderado judicial, formuló ante el Departamento de Pensiones del ISS una cuenta de cobro para obtener el pago de los incrementos que a su pensión fueron reconocidos por sentencia judicial, como lo acredita la copia del documento que obra a folio 3 del cuaderno principal. Además, que no ha obtenido respuesta alguna, pues la accionada no demostró lo contrario, ya que ni siquiera se pronunció sobre la acción instaurada.

Han transcurrido nueve meses desde cuando se elevó la solicitud sin que el Seguro Social resuelva de fondo la cuestión y por ende, como el término previsto para responder por el artículo 6º del Código Contencioso Administrativo se encuentra vencido, se ha vulnerado el derecho de petición. 

Por tal razón, se revocará la sentencia impugnada que negó el amparo solicitado, toda vez que la funcionaria de primera instancia no abordó el análisis del derecho que esta Sala considera lesionado.
En consecuencia, se concederá la tutela reclamada y se ordenará a la entidad demandada que dentro del término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, se pronuncie sobre la solicitud contenida en el escrito que le dirigió la demandante, por medio de su apoderado, el 4 de agosto del año anterior.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE :

1. REVOCAR la sentencia de fecha 29 de abril de 2009, proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira. 

2. CONCEDER la tutela solicitada para proteger el derecho  fundamental de petición de que es titular la señora Elma Hurtado. En consecuencia, se ordena a la Dra. Gregoria Vásquez, jefe del Departamento de Pensiones del Seguro Social, o a quien haga sus veces, que en del término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, resuelva de fondo la solicitud elevada por la demandante, por medio de su apoderado judicial, el 8 de agosto de 2008.  

3. Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

4.  Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 ibídem.

CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO     
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


� Sentencia T-79, febrero 6 de 2003, M.P. Jaime Araújo Renteria.
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